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1. INTRODUCCIÓN

En 2021, un proyecto de cable submarino destinado a conectar pequeños Estados del Pa-
cífico, como los Estados Federados de Micronesia, Nauru y Kiribati, avanzaba con la parti-
cipación de una empresa china que había presentado una propuesta técnicamente viable y 
financieramente competitiva. El proceso se interrumpió tras la intervención del Gobierno de 
los Estados Unidos, que alegó posibles riesgos de seguridad asociados al funcionamiento 
de la infraestructura por parte de ese proveedor. A raíz de ello, el proyecto se abandonó 
en su configuración original y posteriormente se retomó con el apoyo y la coordinación de 
socios alineados con los Estados Unidos (Bashfield & Strating, 2026).

El episodio muestra que decisiones aparentemente técnicas sobre infraestructuras digitales 
están condicionadas por disputas geopolíticas y generan dependencias estructurales. La 
sustitución de un proveedor por otro no supone, en casos como este, el fortalecimiento 
de la soberanía digital de esos países. Por el contrario, solo se ha producido un cambio en 
el origen de los riesgos, sin alterar la dependencia estructural que caracteriza su inserción 
en el mundo.

Este no es un problema exclusivo de los microestados, como el del ejemplo citado, sino 
también de países de tamaño mediano y grande, en diferentes niveles, que se muestran 
vulnerables frente a los intereses de las grandes potencias tecnológicas. No es casual que la 

1	 Los autores utilizaron herramientas de inteligencia artificial (DeepL y sistemas de IA generativa) 
como apoyo para la traducción, revisión lingüística, organización de referencias y adecuación del 
texto a los límites editoriales. El contenido final es de exclusiva responsabilidad de los autores.

2	 Texto producido en el contexto del Proyecto de Investigación 310826/2021-7, PQ, CNPq, “Parámet-
ros constitucionales para la regulación de la inteligencia artificial”.
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experiencia regulatoria más relevante provenga de la Unión Europea, una fuerte comunidad 
de países aunque haya generado tensiones con empresas y gobiernos de EE. UU.

Los conflictos no surgen únicamente en el ámbito de las infraestructuras. Estados Uni-
dos y China son conscientes de la importancia estratégica de la tecnología, y la disputa 
económica entre ambos se perfila como una pugna por el liderazgo en este campo. Otros 
Estados dependen, en distintos grados, de la tecnología extranjera, y se ven envueltos en 
una disputa en la que su poder de decisión es bastante limitado.

En este trabajo, de carácter exploratorio, destacamos la soberanía digital como una cues-
tión urgente, que debe ser objeto de atención por parte de los investigadores del ámbito 
del Derecho Constitucional. En cierta medida, es la propia razón de ser del Estado cons-
titucional lo que está en juego, cuando su capacidad para crear normas y aplicarlas se ve 
amenazada por poderes privados desproporcionados, aliados a gobiernos de potencias 
militares.

Desde el punto de vista metodológico, el artículo adopta un enfoque teórico-conceptual y 
analítico-comparativo. Parte de la reconstrucción del concepto de soberanía en la tradición 
constitucional para examinar su proyección en el entorno digital. A continuación, analiza la 
experiencia reguladora de la Unión Europea como un caso de estudio paradigmático de la 
soberanía reguladora. A partir de ahí, aborda las tensiones relacionadas con la capacidad 
del Estado para imponer normas en entornos digitales transnacionales, utilizando como 
ejemplos las difíciles relaciones entre las grandes plataformas digitales y Brasil y la Unión 
Europea. La selección de los casos tiene en cuenta su relevancia para demostrar diferentes 
formas de ejercicio y cuestionamientos de la soberanía digital.

El trabajo se organiza en cuatro partes: concepto de soberanía, definición de soberanía 
digital, análisis del modelo europeo y estudio de tensiones contemporáneas.

2. LA SOBERANÍA COMO CONCEPTO CENTRAL DEL «PROYECTO 
POLÍTICO DE LA MODERNIDAD»

La soberanía ocupa un lugar central en la formación del Estado moderno europeo, pero no 
ha permanecido estática desde Bodin, quien la concebía como poder absoluto y perpetuo 
(Piana, 2009, p. 50), ni se agota en el orden internacional de la Paz de Westfalia, donde se 
acordó que los conflictos entre naciones se resolverían «a través de conferencias multi-
laterales basadas en los nuevos principios de soberanía, igualdad y equilibrio entre las 
potencias» (Liarte Alcaine, 2010, p. 10). Con el tiempo, el concepto se ha reconstruido en 
diálogo con categorías como el poder constituyente y la democracia.

Estas categorías sitúan la titularidad de la soberanía en el pueblo, un sujeto colectivo ca-
paz de decidir sobre los destinos del Estado y de la sociedad. En el poder constituyente la 
soberanía se manifiesta de forma originaria, autolimitándose a través de la constitución. El 
constitucionalismo sitúa a la Constitución en el centro de la vida política, confiriéndole la 
función de organizar el poder, limitar su actuación y garantizar los derechos fundamentales. 
La soberanía deja de concebirse como poder absoluto y asume la forma de una autoridad 
jurídicamente estructurada y condicionada por normas superiores, especialmente las de 
naturaleza constitucional (Ferrajoli, 2011, p. 7).



Revista Constitución y República  |  Año 3 - N.° 3 - Julio, 2026

Tema: El constitucionalismo frente a los nuevos desafíos de la soberanía

Página | 41

Esta transformación también se produjo en las relaciones entre países, que se fueron vol-
viendo más complejas. Tras la Primera Guerra Mundial con la creación de la Sociedad de 
Naciones se impulsa la institucionalización del multilateralismo, que, tras la Segunda Gue-
rra Mundial, con las Naciones Unidas, incorpora la protección de los derechos humanos 
más allá del plano nacional (Tenório, 2018).

El concepto de soberanía comprende una dimensión externa y una dimensión interna. En 
el plano externo, se refiere a la independencia del Estado frente a otros; en el interno, a la 
capacidad de establecer e imponer normas que regulan la vida social. Esta doble dimensión 
se refleja en el derecho constitucional brasileño, que la consagra como fundamento de la 
República y como principio del orden económico.

A pesar de su centralidad, la soberanía nunca se ha ejercido en condiciones de plena igual-
dad entre Estados. Relaciones asimétricas, uso arbitrario de la fuerza, procesos coloniales 
y diversas formas de dependencia han condicionado su alcance. Más recientemente, la 
globalización y la intensificación de las interdependencias normativas han tensionado el 
modelo clásico, relativizando la idea de un poder estatal plenamente autónomo. La forma-
ción de espacios jurídicos supranacionales, como la Unión Europea, refuerza esta tenden-
cia al mostrar que la producción normativa puede superar los límites del Estado e incidir 
directamente sobre individuos e instituciones.

En este contexto, Ferrajoli señala el surgimiento de una auténtica «jungla de poderes trans-
nacionales», tanto públicos como, sobre todo, privados, que «desempeñan realmente un 
papel de gobierno sin estar sometidos a normas jurídicas, ni estatales ni internacionales» 
(Ferrajoli, 2011, p. 421). Así, la crisis contemporánea de la soberanía no se deriva únicamen-
te de la limitación voluntaria de los Estados, sino también de la emergencia de centros de 
poder que escapan a las formas tradicionales de control jurídico. Se trata de un fenómeno 
que debilita la capacidad reguladora del Estado y compromete la eficacia de los propios 
límites constitucionales al ejercicio del poder.

El entorno digital intensifica esta transformación. Las grandes empresas tecnológicas con-
centran capacidades sin precedentes de organización social, control de la información y 
mediación del espacio público, incidiendo en la circulación de ideas, la formación de la 
opinión pública y los procesos democráticos. A diferencia de etapas anteriores, no se trata 
solo de presión externa sobre el Estado, sino de estructuras privadas que operan dentro de 
los sistemas sociales y jurídicos, condicionando el ejercicio del poder normativo.

El impacto afecta tanto a la dimensión externa como a la interna de la soberanía. En el plano 
externo, el debilitamiento del multilateralismo y la reconfiguración del poder internacional 
reducen la capacidad de los Estados, especialmente los menos influyentes, para protegerse 
mediante acuerdos estables. En el plano interno, el ejercicio de la competencia normativa 
enfrenta límites no solo jurídicos, sino también estructurales, derivados de la dependencia 
tecnológica, la asimetría económica y la reacción de actores privados globales.

3. SOBERANÍA DIGITAL: DEFINICIÓN OPERATIVA DEL CONCEPTO Y 
DELIMITACIONES

La soberanía no se presenta como aislamiento o autosuficiencia tecnológica, ni puede en-
tenderse como una simple proyección del control territorial sobre el entorno digital. Por el 
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contrario, se relaciona con la capacidad de estructurar normas, imponer deberes y limitar 
poderes en un entorno marcado por flujos transnacionales de datos, por la actuación de 
plataformas globales y por la centralidad de las infraestructuras digitales en la organización 
de la vida social.

La soberanía depende, en gran medida, de la capacidad de influir y ordenar procesos eco-
nómicos, informativos y tecnológicos que no se restringen al espacio nacional. No se agota 
en la definición de fronteras ni en la afirmación de una independencia formal. Implica, más 
bien, la posibilidad de intervenir jurídicamente en dinámicas que operan a escala global. 
Esto es especialmente visible en ámbitos como la circulación de información, el funcio-
namiento de los servicios digitales y la actuación de agentes privados con una capacidad 
de organización social.

La soberanía digital no puede entenderse como autarquía tecnológica ni como cierre territo-
rial del Estado. En un entorno digital transnacional, caracterizado por plataformas globales, 
infraestructuras distribuidas, flujos de datos y sistemas algorítmicos (Lemos et al., 2024), 
ya no se ejerce mediante el control físico del territorio, sino a través de la capacidad jurídi-
co-política de establecer normas, imponer obligaciones, limitar el poder privado y proteger 
derechos. En este sentido, puede definirse como la capacidad de regular infraestructuras, 
datos y sistemas algorítmicos de forma compatible con los derechos fundamentales y las 
condiciones democráticas (Silveira & Xiong, 2025).

Esta definición operativa exige descartar dos reducciones frecuentes. La primera es la 
reducción tecnocrática, que identifica la soberanía digital únicamente con la capacidad 
nacional de producir hardware, software o infraestructura tecnológica. La segunda es la 
reducción estatista-territorial, que la relega exclusivamente a la jurisdicción sobre datos 
o redes ubicadas en el espacio nacional. Aunque ambas dimensiones son relevantes, no 
agotan el concepto.

Silveira y Xiong (2025, p. 2) conceptualizan la soberanía digital como la aptitud político-insti-
tucional de una sociedad y de un Estado para ejercer control y capacidad de gobierno sobre 
tecnologías estratégicas, en la medida en que dichas tecnologías condicionan la autodeter-
minación colectiva, la protección de derechos, la creatividad social y las posibilidades de 
desarrollo. Lemos, Espíndola y Tosatti (2024) muestran que el concepto abarca fenómenos 
como la vigilancia algorítmica, las plataformas digitales y la inteligencia artificial y tiene, por 
tanto, un carácter multidimensional. En términos similares, Guerra González et al. (2022, 
p. 229, citado en Lemos et al., 2024, p. 7) la entienden como formas de control y autonomía 
sobre infraestructuras, tecnologías y datos. Así, la noción adoptada es más amplia: incluye 
la capacidad de regular jurídicamente la estructura sociotécnica que condiciona la vida 
pública y el ejercicio de derechos.

Desde esta perspectiva, el concepto puede descomponerse en cuatro capas. La primera 
corresponde a la soberanía sobre infraestructuras críticas y datos, es decir, a la capaci-
dad de regular redes, centros de datos y flujos de información estratégicos. La segunda 
se refiere a la autonomía estratégica y la capacidad de producir y hacer cumplir normas 
frente a actores privados dominantes. La tercera alude a la soberanía democrática sobre 
la formación de la voluntad política en un espacio público mediado por sistemas digitales. 
La cuarta se vincula a la soberanía popular en entornos sociotécnicos, lo que exige trans-
parencia, contestabilidad y control democrático. Esta descomposición es coherente con 



Revista Constitución y República  |  Año 3 - N.° 3 - Julio, 2026

Tema: El constitucionalismo frente a los nuevos desafíos de la soberanía

Página | 43

la propuesta de Silveira y Xiong (2025), aunque la amplía al incorporar explícitamente la 
dimensión democrático-constitucional.

Por lo tanto, una definición operativa adecuada de soberanía digital debe rechazar tanto la 
imagen de un Estado tecnológicamente autosuficiente como la idea de un poder territorial 
incapaz de abarcar arquitecturas digitales transnacionales. El concepto designa, más bien, 
la capacidad de configuración jurídico-política del ecosistema digital a la luz de los dere-
chos fundamentales, de las exigencias democráticas y de las estrategias institucionales 
de contención del poder infraestructural privado.

4. SOBERANÍA DIGITAL Y REGULACIÓN: LA CONTRIBUCIÓN DE LA 
UNIÓN EUROPEA

Desde esta perspectiva, el modelo europeo de regulación adquiere importancia, ya que par-
te de la premisa de que, en una Internet transnacional, la soberanía no se ejerce únicamen-
te «mandando dentro de las fronteras», sino mediante la creación de marcos normativos 
capaces de imponer obligaciones públicas a los actores privados globales. La experiencia 
de la Unión Europea es paradigmática al concebir la soberanía no como aislamiento, sino 
como capacidad normativa orientada a valores públicos.

Carrillo (2023, p. 33, como se citó en Lemos et al., 2024, p. 9) destaca que la soberanía 
digital europea “no se concibe como la versión en línea del principio tradicional de sobe-
ranía”, sino como un objetivo normativo vinculado a la autonomía estratégica de la Unión 
y a la defensa de un modelo digital basado en sus valores y principios. Lemos, Espíndola y 
Tosatti (2024, p. 17) sostienen que, en el contexto europeo, la soberanía digital puede ser 
comprendida como la capacidad de la Unión Europea para ejercer control y adoptar de-
cisiones autónomas sobre tecnologías e infraestructuras digitales estratégicas, de modo 
que se reduzcan las dependencias frente a corporaciones extranjeras y a otros Estados, 
preservando así su autonomía regulatoria, económica y geopolítica.

La relevancia de este modelo reside en demostrar que la soberanía, en el entorno digital, 
puede reconstruirse como un poder regulador orientado a la tutela de los derechos fun-
damentales, a la reducción de las asimetrías privadas de poder y a la protección de las 
condiciones estructurales de la democracia.

En este contexto, la Ley de Servicios Digitales (DSA) expresa una soberanía regulatoria eu-
ropea. Establece obligaciones para plataformas y servicios digitales centradas en la trans-
parencia, la rendición de cuentas y la mitigación de riesgos sistémicos. Según la Comisión 
Europea, refuerza los derechos fundamentales y exige a las plataformas, especialmente 
las mayores, reducir riesgos para los ciudadanos.

La importancia de la DSA radica en desplazar la soberanía territorial hacia una soberanía 
regulatoria sobre la mediación privada de la vida pública. No se limita a contenidos ilícitos, 
sino que busca reconstruir la autoridad pública sobre infraestructuras que organizan la 
visibilidad, el acceso a la información y la circulación discursiva. Así, permite entender la 
soberanía digital como la capacidad de imponer obligaciones a plataformas en un entorno 
transnacional, incluso cuando operan más allá de un Estado pero afectan derechos funda-
mentales y el proceso democrático (Unión Europea, 2022).
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La Ley de IA, por su parte, profundiza en esa misma lógica al trasladar la soberanía re-
gulatoria al ámbito de los sistemas de inteligencia artificial. Su eje estructurante es un 
enfoque basado en niveles de riesgo, en el que determinadas prácticas están prohibidas, 
otras están sujetas a requisitos más rigurosos y algunas exigen obligaciones específicas 
de transparencia y supervisión.

Desde el punto de vista conceptual, la Ley de IA muestra que la soberanía digital no se li-
mita al control de la infraestructura o de los datos, sino que implica establecer parámetros 
jurídicos para sistemas algorítmicos que pueden afectar derechos. Al exigir transparencia, 
supervisión humana y evaluación de impacto, traduce la soberanía en la capacidad de 
someter la innovación tecnológica a límites compatibles con los derechos fundamentales.

La Declaración Europea sobre Derechos y Principios Digitales (2022) refuerza esta interpre-
tación al afirmar que la transformación digital debe situar a las personas en el centro, de 
conformidad con los valores de la Unión y con los derechos fundamentales. La Declaración 
establece un marco de referencia orientado hacia una transformación digital segura y cen-
trada en los derechos, alejando la idea de soberanía como cierre territorial y acercándola 
a un modelo normativo orientado por valores democráticos.

En conjunto, estos instrumentos demuestran que la soberanía digital puede entenderse 
como la capacidad de configuración jurídico-política del ecosistema digital, mediante la 
imposición de límites y obligaciones a los actores privados que desempeñan un papel cen-
tral en la organización de la vida social contemporánea. Más que controlar territorios, se 
trata de estructurar jurídicamente las condiciones en las que operan las tecnologías, los 
mercados y las plataformas, con el fin de garantizar la protección de los derechos funda-
mentales y la integridad del proceso democrático.

5. INFRAESTRUCTURA CRÍTICA Y DEPENDENCIA ESTRUCTURAL

La soberanía digital, más allá de su dimensión normativa y regulatoria, se proyecta también 
sobre una base material constituida por infraestructuras tecnológicas esenciales para la 
conectividad. En este sentido, Silveira y Xiong (2025) afirman que la soberanía digital debe 
entenderse como la capacidad de las comunidades y los Estados para ejercer «control y go-
bernanza sobre sus infraestructuras digitales» (p. 3), y también destacan que la independen-
cia de la infraestructura digital exige el dominio sobre «hardware básico (chips, servidores, 
etc.), software básico (...), infraestructuras de almacenamiento y procesamiento (servicios 
en la nube, centros de datos)» (p. 4). Así, para el ejercicio del poder y el control de los datos 
es necesario el dominio sobre una tecnología tangible, ya que, como demuestran los auto-
res, «sin control sobre el hardware, el software y los sistemas de almacenamiento, un país 
queda vulnerable a las interrupciones externas y al espionaje» (Silveira y Xiong, 2025, p. 5).

Además, Couldry y Mejías (2019) observan que el control de estas infraestructuras ha sido 
ejercido por grandes corporaciones tecnológicas, asociadas sobre todo a países del Norte 
Global, como Estados Unidos, y, más recientemente, también a China. Este escenario revela 
una distribución asimétrica y concentradora del poder, que compromete la capacidad de 
los Estados para ejercer control y gobernanza sobre sus infraestructuras digitales.

La capacidad de reacción varía según la posición económica, tecnológica y geopolítica 
de cada Estado o bloque regional. Los países pequeños o económicamente dependientes 
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tienden a tener pocas alternativas concretas. El episodio narrado en la introducción de este 
artículo, que gira en torno a la disputa entre Estados Unidos y China sobre la instalación de 
cables submarinos en Asia, muestra que la soberanía no se ejerce únicamente por la capa-
cidad formal de decidir sino que depende de la posición del Estado en redes de poder que 
involucran a actores privados globales y potencias tecnológicas (Bashfield & Strating, 2026)

Por su parte, actores con mayor capacidad económica e institucional, como la Unión Euro-
pea, combinan regulación, financiación y política industrial con inversión en infraestructu-
ras propias. En una resolución de enero de 2026, el Parlamento Europeo reconoció una alta 
dependencia de terceros países en productos, servicios e infraestructura digital. El informe 
propone identificar estas dependencias a lo largo de la cadena digital y desarrollar una base 
europea que abarque conectividad, computación, sistemas espaciales, software, datos e 
inteligencia artificial. La estrategia articula regulación y políticas públicas para fortalecer 
capacidades internas, promover estándares abiertos e interoperabilidad y reducir vulne-
rabilidades sin romper la integración en la economía digital global.

La dependencia generada por este monopolio físico no es solo comercial, sino estructural 
y política, lo que Couldry y Mejías (2019) interpretan a la luz del concepto de «colonialismo 
de datos», definido como «un orden emergente para la apropiación y extracción de recursos 
sociales con fines lucrativos a través de los datos, practicado mediante relaciones de datos» 
(p. XIX).  Así, esta subordinación se consolida en el Estado y en la sociedad. 

El primero de estos motivos se pone de manifiesto en el condicionamiento de la vida social 
e institucional. En este ámbito, la dependencia se vuelve estructural, ya que el propio fun-
cionamiento de los servicios críticos y la garantía de los derechos fundamentales pasan a 
depender de acuerdos corporativos privados, a menudo extranjeros. Según Polido (2024), 
estos acuerdos pueden someter los datos personales y sensibles de la población a un 
control externo, incluso para el entrenamiento de algoritmos de inteligencia artificial, lo 
que debilita las salvaguardias legales y los derechos fundamentales.

Esta dependencia se agrava a través de la asimetría de gobernanza, en la medida en que las 
directrices globales sobre el funcionamiento de las redes se definen con frecuencia fuera 
de los espacios de deliberación democrática de los países afectados.

Un tercer mecanismo se deriva de la limitación de la capacidad tecnológica estatal, que 
reduce la aptitud para mantener, auditar o migrar sistemas propios, intensificando la de-
pendencia de infraestructuras extranjeras.

Además, la dependencia estructural se ve reforzada por el menoscabo de la auditabilidad, 
debido a la opacidad de los sistemas algorítmicos, lo que dificulta el control democrático 
y puede generar sesgos con repercusiones sobre los derechos.

Por último, la extraterritorialidad de los flujos de información contribuye a este escenario, 
en la medida en que los datos de los ciudadanos y las instituciones pasan a almacenarse 
bajo jurisdicciones externas, escapando al control estatal de origen.

Como consecuencia directa de esta dependencia estructural, se observa que el centro 
del poder migra de instituciones sometidas al control democrático a infraestructuras pri-
vadas transnacionales. Para las democracias constitucionales, este fenómeno plantea un 
problema constitucional relevante, relacionado con la definición de quién ejerce el poder 
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de decisión sobre la arquitectura de la red. Como señala Reidenberg (como se citó em 
Carvalho, 2018), estas decisiones se han concentrado históricamente en comunidades 
técnicas y corporativas, configurando un tipo de «elitismo político» marcado por la ausencia 
de control democrático.

Ante esto, cabe preguntarse qué límites deben regir estas decisiones técnicas que produ-
cen efectos normativos en la sociedad. La respuesta reside en el reconocimiento de que 
la arquitectura de la red no es neutra; según Lessig (2006, citado en Carvalho, 2018), el 
«código codifica valores» y refleja elecciones políticas sobre el control y los espacios de 
libertad. Por lo tanto, las decisiones técnicas corporativas deben someterse a los límites 
de la soberanía estatal, la cual, a su vez, debe operar bajo criterios rígidos de legitimidad: la 
actuación en la red debe respetar razones jurídicas de fondo basadas en los derechos fun-
damentales, velar por el debido proceso amparado en las leyes locales e internacionales, 
y evitar la superposición de los valores de un único país sobre las culturas y legislaciones 
globales (Carvalho, 2018, p. 227).

Por último, el reto central reside en cómo recuperar la capacidad estatal de auditoría, fis-
calización e imposición de obligaciones sin que ello suponga un retroceso hacia soluciones 
autoritarias. Según Carvalho (2018), debe abandonarse el argumento de que el Estado debe 
perseguir la utopía de una «eficacia perfecta y completa», ya que esta premisa inflexible des-
emboca a menudo en medidas desproporcionadas y autoritarias, como la censura previa, 
el control total de las conductas o el bloqueo indiscriminado de tecnologías de privacidad 
(p. 228). Para recuperar su poder regulador de forma democrática, el Estado debe actuar 
de manera prudente, cautelosa y autorrestritiva, aplicando medidas proporcionadas que 
no exijan un cierre hermético de la red, pero que sean suficientes para elevar los costes de 
una actividad con el fin de limitar su ocurrencia a niveles aceptables, tal y como afirman 
Goldsmith y Wu (2006, como se citó en Carvalho, 2018). De este modo, la imposición de 
obligaciones a las infraestructuras transnacionales garantiza la eficacia de la legislación 
local, manteniéndose en consonancia con las garantías democráticas y la preservación de 
Internet como un espacio plural.

5. TENSIONES CONTEMPORÁNEAS EN LA PRÁCTICA DE LA SOBERANÍA 
DIGITAL

La observación de la actuación de Brasil y de la Unión Europea en algunos conflictos re-
cientes en torno a la aplicación de sus normas a las empresas tecnológicas extranjeras nos 
ayuda a comprender la dimensión del problema que estamos viviendo. Ambos han expe-
rimentado, en los últimos años, conflictos con las grandes tecnológicas, principalmente 
estadounidenses.

A diferencia de Europa, Brasil no cuenta con una ley de mercados o servicios digitales, ni 
con una ley que trate de manera integral la inteligencia artificial. Existe una dificultad para 
que avancen en el Parlamento las propuestas en estos ámbitos. Los mayores conflictos 
con las grandes empresas tecnológicas extranjeras son asumidos por el Poder Judicial.

En 2024 se produjo un enfrentamiento entre el Tribunal Supremo Federal (STF) y el em-
presario Elon Musk, quien actuó de forma políticamente explícita, incumpliendo órdenes 
judiciales de bloqueo de perfiles. Aprovechando el alcance de su propia red, Musk atacó 
a autoridades locales, como el ministro del STF Alexandre de Moraes, y animó a los ciuda-
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danos a burlar la justicia. Este hecho dio lugar a la suspensión de la plataforma X en Brasil 
entre el 30 de agosto y el 8 de octubre de 2024, cuando la empresa finalmente cedió a la 
jurisdicción nacional y pagó 28,6 millones de reales en multas (De Souza, 2026). 

Como señalan Francisco Brito Cruz y Danyelle Reis Carvalho (2025), la resistencia de las 
plataformas no se da solo por vías formales, sino también a través de estrategias que explo-
tan la fragmentación institucional y las limitaciones operativas de la jurisdicción, reforzando 
la asimetría entre el poder público y las empresas tecnológicas en la gobernanza digital. 
Además, la postura de las Big Tech y de los agentes del Gobierno estadounidense se basa 
en un «primero- o enmendista radical», es decir, el intento de imponer el modelo nacional 
estadounidense de libertad de expresión (Brito Cruz y Reis Carvalho, 2025).

En junio de 2025, el Tribunal Supremo Federal modificó la interpretación del artículo 19 del 
Marco Civil de Internet, una ley general sobre Internet de 2014. En la nueva interpretación, 
eliminó el requisito absoluto de una orden judicial previa para exigir la responsabilidad de 
las plataformas por contenidos ilícitos de terceros e instituyó un modelo diferenciado de 
responsabilidad, estructurado en múltiples regímenes según la naturaleza del contenido. 
Pasó a admitir la responsabilidad de las plataformas por contenidos de terceros a partir 
de notificaciones extrajudiciales cuando se trata de contenidos manifiestamente ilícitos. 
Estableció obligaciones de actuación proactiva en casos de alta gravedad. Previo la pre-
sunción de responsabilidad para contenidos con promoción pagada y mantuvo el requisito 
de orden judicial únicamente para delitos contra el honor.

Empresas como Meta y Google comenzaron a cuestionar públicamente la decisión (Info-
Money, 2025), señalando riesgos de inseguridad jurídica y de ampliación de la denominada 
«censura privada», acusando a la nueva interpretación de incentivar la eliminación preventi-
va de contenidos para evitar la responsabilidad. Además de la crítica pública, se adoptaron 
estrategias institucionales, como la interposición de un recurso en el proceso, para aclarar 
los criterios de aplicación y solicitar la modulación de los efectos de la decisión, incluyendo 
la petición de un plazo para adaptarse a los nuevos requisitos.

La contestación de las empresas combina argumentos jurídicos, presión institucional y la 
construcción de narrativas sobre la libertad de expresión y la viabilidad económica, reve-
lando la capacidad de las plataformas para influir en los términos concretos de aplicación 
del derecho en el entorno digital.

De hecho, la actuación de las empresas impide el avance de las propuestas legislativas. 
Una investigación de Agência Pública (2025) identificó una red de presión formada por al 
menos 75 profesionales vinculados a 15 empresas tecnológicas, que actuaban ante el Eje-
cutivo y el Congreso Nacional. Aproximadamente dos tercios de estos profesionales habían 
ocupado cargos públicos, transitando así entre el Estado y el sector privado.

El aparato se movilizó durante la tramitación del proyecto de ley 2630/2020, cuyo objetivo era 
establecer normas para el funcionamiento de las plataformas digitales en Brasil. Empresas 
como Google y Meta actuaron para bloquear la propuesta, contratando a interlocutores 
políticos, lanzando campañas publicitarias y coordinándose con parlamentarios y sectores 
económicos. También hubo manifestaciones públicas coordinadas en momentos decisivos 
de la tramitación, con la movilización de sectores ajenos a la tecnología y negociaciones in-
directas que involucraban intereses económicos. El conjunto de estas acciones contribuyó 
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al vaciamiento del proyecto, posteriormente considerado inviable por la presidencia de la 
Cámara de Diputados.

En una realidad diferente, como ya hemos visto, la Unión Europea ha construido un aparato 
normativo más denso. La capacidad de la Unión Europea para legislar y aplicar leyes en el 
entorno digital puede explicarse, en gran parte, por el peso de su mercado interior. Como 
sostiene Chad Damro (2015), la Unión Europea ejerce poder internacional a través de la 
proyección regulatoria de sus estándares, condicionando el acceso de empresas y países a 
su espacio económico al cumplimiento de sus normas. Esta actuación regulatoria europea 
sobre los mercados digitales afecta a diferentes dimensiones del poder de las Big Tech. 
Pero esto ha ocurrido con mucha resistencia por parte de las empresas y presión de EE. UU.

Un artículo del portal Euronews presenta un panorama de las principales medidas adop-
tadas por la Unión Europea en 2025 para hacer frente al poder de las grandes empresas 
tecnológicas. El año pasado se pasó de la fase de elaboración normativa a una fase de 
aplicación efectiva de las normas, mediante el uso de instrumentos legales. Se iniciaron 
procedimientos de investigación basados en la Ley de Mercados Digitales contra grandes 
plataformas clasificadas como «gatekeepers», como Google, Apple y Meta, debido a po-
sibles prácticas de autopreferencia, restricciones a los competidores y limitaciones a la 
interoperabilidad en sus ecosistemas digitales. También se han iniciado investigaciones 
relacionadas con el uso de datos y contenidos en el contexto del desarrollo de sistemas 
de inteligencia artificial, especialmente en lo que respecta a la utilización de material de 
terceros por parte de las grandes plataformas sin mecanismos claros de consentimiento o 
compensación. Asimismo, se han iniciado procedimientos en defensa de la competencia, 
orientados a verificar el abuso de posición dominante en mercados digitales estratégicos, 
como la publicidad en línea y la distribución de aplicaciones. 

En Estados Unidos, la percepción que tienen el Gobierno y el Parlamento es que la apli-
cación por parte de la Unión Europea de la Ley de Mercados Digitales (DMA) contra las 
grandes plataformas afecta de manera desproporcionada a empresas estadounidenses 
como Google, Apple, Amazon y Meta. No consideran la actuación reguladora europea como 
una cuestión comercial que deben abordar sus empresas, en su adaptación a un mercado 
extranjero, sino que ven un conflicto que afecta directamente al Estado.

Tanto en Brasil como en la Unión Europea, la presión externa, especialmente la de EE. UU., 
cuenta con socios nacionales. No todo el espectro político considera la soberanía digital 
como un tema prioritario. Muchos adoptan el discurso que promueven los EE. UU. de que 
las normas van en contra de la competencia e, incluso, de la libertad de expresión. Esta 
resistencia interna puede debilitar la capacidad del Estado para establecer e imponer sus 
normas.

Pero la Unión Europea también cuenta con agentes internos que trabajan en favor de los 
intereses de las empresas extranjeras. Un informe del Corporate Europe Observatory 
(2026) demuestra la actuación de una red transnacional dedicada a cuestionar y debilitar 
la regulación digital de la Unión Europea, articulando a actores políticos vinculados a la 
extrema derecha, think tanks y grandes plataformas tecnológicas. Destaca que esta ar-
ticulación difunde narrativas según las cuales normas como la Ley de Servicios Digitales 
(Digital Services Act) constituirían formas de censura. El informe identifica la producción 
coordinada de contenidos contra la regulación y destaca la presión política, especial-
mente de Estados Unidos, con el apoyo de algunos agentes europeos, en defensa de las 
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empresas tecnológicas. Este acercamiento entre estos actores y los partidos europeos 
tiene como objetivo internalizar la agenda antirregulatoria en el propio proceso de toma 
de decisiones de la Unión. Queda claro que la oposición a las normas digitales europeas 
no se limita a divergencias técnicas, sino que forma parte de una estrategia más amplia, 
que combina presión económica, movilización política y disputa discursiva para limitar la 
capacidad regulatoria de la Unión Europea en el ámbito digital.

CONSIDERACIONES FINALES

La idea de soberanía digital va más allá de la cuestión del dominio sobre el territorio; se pro-
yecta sobre la capacidad de regular las tecnologías, protegiendo los derechos fundamenta-
les y los intereses públicos. No se trata de aislar al país con la justificación de mantener su 
soberanía. La soberanía regulatoria no sustituye a la autonomía tecnológica ni elimina las 
asimetrías estructurales del sistema internacional. Las nuevas tecnologías son necesarias 
para un mejor funcionamiento del Estado y de la economía. 

Sin embargo, es necesario que los Estados conserven su capacidad de decisión sobre las 
infraestructuras, los flujos de información y los sistemas algorítmicos. La soberanía digital 
no debe entenderse como un estado de independencia absoluta, sino como la capaci-
dad de limitar los poderes privados y externos, reducir las vulnerabilidades estratégicas 
y preservar unas condiciones mínimas de autodeterminación democrática en un entorno 
estructuralmente interdependiente.

Pocos países pueden alcanzar un grado razonable de autosuficiencia tecnológica. La ma-
yoría está lejos de ese objetivo. Las posibilidades concretas de actuación varían en función 
de la posición económica, tecnológica y geopolítica de cada Estado. La Unión Europea es 
un ejemplo de actor sólido que está reconociendo las dependencias críticas en materia de 
infraestructura digital y planea hacerles frente mediante la regulación, la política industrial, 
la inversión pública, los estándares abiertos, la interoperabilidad y la construcción de in-
fraestructura digital pública. Para los Estados más pequeños o periféricos, es necesario 
buscar estrategias internacionales cooperativas y regionales, ya que el simple cambio de 
proveedores o de potencia de referencia no supera la dependencia estructural.

Para los países del Sur Global, la soberanía digital difícilmente podrá alcanzarse mediante 
la autosuficiencia tecnológica. Las asimetrías económicas, tecnológicas y geopolíticas 
limitan la posibilidad de replicar las estrategias adoptadas por las grandes potencias o por 
bloques económicos como la Unión Europea.

En este contexto, el desarrollo de capacidades reguladoras propias, la cooperación regio-
nal, la inversión en infraestructuras públicas digitales, la adopción de estándares abiertos 
y la diversificación de proveedores constituyen vías realistas para ampliar los márgenes 
de autonomía.

La soberanía digital de estos Estados no debe medirse por la eliminación completa de las 
dependencias externas, sino por la capacidad de gestionar, limitar y distribuir dichas de-
pendencias de forma compatible con sus objetivos constitucionales. El reto no consiste 
en sustituir una dependencia por otra, sino en evitar que las decisiones esenciales sobre 
derechos fundamentales, flujos de información e infraestructuras estratégicas se trans-
fieran íntegramente a intereses privados o extranjeros.
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En este momento, a los países menos poderosos les beneficiaría volver a la senda del 
Derecho Internacional, apostando por el multilateralismo. Dadas las características de 
Internet, es necesario que, en cierta medida, su regulación sea multilateral, fijando normas 
comunes, permitiendo la cooperación judicial y estableciendo mecanismos capaces de re-
gular las plataformas, los flujos de datos y las infraestructuras críticas. Lamentablemente, 
vivimos un contexto adverso, con la fragmentación del multilateralismo, que ha debilitado a 
las instituciones internacionales, las cuales son incapaces de responder de manera eficaz a 
las crisis globales y de exigir responsabilidades a los actores más poderosos (International 
Crisis Group, 2024; CIVICUS, 2026). 

Cuando pensamos en la afirmación de la soberanía digital, pensamos en el poder, propio 
de un Estado, de crear normas, imponiendo obligaciones a los diversos agentes, espe-
cialmente con el fin de limitar los poderes privados o extranjeros en este mundo digital, 
para proteger los derechos fundamentales. Destacamos que es necesario, además, una 
profundización teórica del concepto, vinculada a las preocupaciones por una recuperación 
del Estado como entidad capaz de poner freno a esos intereses privados y externos que 
amenazan los derechos y los procesos democráticos, lo que requiere investigaciones que 
apunten a nuevas formas de gobernanza digital.
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1. INTRODUCCIÓN
Una concesión minera puede parecer, desde el expediente administrativo, una decisión 
todavía distante del territorio. No remueve tierra, no instala maquinaria ni inicia por sí mis-
ma la explotación. Sin embargo, cuando recae sobre un territorio indígena, ya produce algo 
jurídicamente relevante: organiza una expectativa de aprovechamiento sobre un recurso, 
proyecta una relación estatal sobre un espacio concreto y desplaza hacia etapas poste-
riores la discusión sobre los efectos que esa decisión puede tener en la vida colectiva, el 
ambiente y la continuidad cultural de un pueblo.

Allí empieza el problema constitucional que este artículo busca enfrentar. La Constitución 
peruana afirma que los recursos naturales son patrimonio de la Nación y que el Estado es 
soberano en su aprovechamiento. Esa cláusula reconoce una competencia pública deci-
siva sobre bienes estratégicos, pero no resuelve por sí sola cómo debe ejercerse cuando 
la decisión estatal incide, o puede incidir directamente, en territorios indígenas, derechos 
colectivos y bienes ecológicos relevantes. El conflicto no está en la existencia de compe-
tencia estatal, sino en la forma de ejercerla y justificarla cuando el territorio afectado no es 
un espacio vacío, sino un ámbito de vida colectiva, identidad cultural, autonomía comunal, 
prácticas económicas propias, relaciones ecológicas y sistemas normativos.

Desde esa tensión, la pregunta central de este artículo es la siguiente: ¿qué carga de 
justificación constitucional debe asumir el Estado cuando ejerce su soberanía sobre 
recursos naturales ubicados en territorios indígenas o vinculados a ellos en contextos de 
crisis ecológica?

La tesis que se defiende es que el artículo 66 debe interpretarse como una cláusula de 
competencia estatal limitada. Cuando el ejercicio de esa competencia afecta territorios in-
dígenas, derechos colectivos, bienes ecológicos relevantes o condiciones de supervivencia 
cultural, el Estado debe ofrecer una justificación constitucional reforzada, intercultural y 
ecológicamente informada. Esa justificación tampoco puede asumir que los pueblos indí-
genas son sujetos internamente homogéneos. Las decisiones sobre recursos naturales no 
afectan del mismo modo a todos los pueblos indígenas ni a todas las personas dentro de 
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un mismo pueblo; por ello, el análisis de la afectación territorial, cultural y ecológica debe 
incorporar una perspectiva de género e interseccional.

Buena parte de la discusión constitucional peruana sobre recursos naturales y pueblos 
indígenas se ha concentrado en la consulta previa. Esa discusión es indispensable, pero 
no agota el problema. La consulta es una garantía central, aunque no reemplaza el análisis 
sustantivo de la decisión estatal ni responde por sí sola qué significa que el Estado sea 
soberano en el aprovechamiento de recursos naturales cuando estos se encuentran en 
territorios indígenas o se vinculan con ellos.

En ese marco, el artículo se inscribe en una discusión más amplia sobre los desafíos con-
temporáneos de la soberanía. En sociedades atravesadas por pluralismo jurídico, obliga-
ciones internacionales de derechos humanos, desigualdades históricas y crisis ecológica, 
la soberanía constitucional sobre recursos naturales requiere límites, razones y controles. 
En el caso peruano, esa discusión surge del propio texto constitucional: el artículo 66 debe 
leerse junto con los artículos 2.19, 55, 67, 68, 69, 88, 89 y 149 de la Constitución Política del 
Perú (1993), así como con el Convenio 169 de la OIT, la Ley de Consulta Previa, la Declara-
ción de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, la Declaración 
Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, y los estándares constitucionales 
e interamericanos aplicables.

La justificación constitucional reforzada no es una fórmula expresamente acuñada por 
el Tribunal Constitucional ni por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Es una 
construcción analítica que toma elementos ya existentes en el orden constitucional perua-
no, en la jurisprudencia constitucional sobre consulta previa y afectación directa, en los 
estándares interamericanos sobre territorio indígena, consentimiento, estudios de impacto 
y beneficios compartidos, y en la Constitución ambiental. Su utilidad está en ordenar esas 
piezas alrededor del problema de la soberanía sobre recursos naturales.

Con esa ruta, el argumento se desarrolla en cinco partes: artículo 66 y soberanía sobre re-
cursos naturales; territorios indígenas, pluralismo jurídico e interculturalidad crítica; crisis 
ecológica y Constitución ambiental; estándares constitucionales e interamericanos rele-
vantes; y propuesta de un estándar de justificación constitucional reforzada.

2. ARTÍCULO 66, SOBERANÍA ESTATAL Y RECURSOS NATURALES EN LA 
CONSTITUCIÓN PERUANA

El artículo 66 de la Constitución peruana organiza la relación entre Estado, Nación, recursos 
naturales y aprovechamiento. Al reconocer que los recursos naturales son patrimonio de la 
Nación y que el Estado es soberano en su aprovechamiento, establece una competencia 
pública fuerte sobre bienes estratégicos. Esa fuerza, sin embargo, no transforma la com-
petencia estatal en potestad absoluta.

Para ubicar correctamente esa cláusula, conviene partir de una idea básica del Estado 
constitucional: ninguna disposición de poder se interpreta en aislamiento. La soberanía 
estatal sobre recursos naturales no está situada fuera del sistema de derechos, por encima 
de los límites ambientales ni al margen del pluralismo jurídico. Opera dentro de la Consti-
tución. Por eso, el artículo 66 no puede resolver por sí mismo todo conflicto sobre recursos 
naturales, territorio y derechos colectivos.
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En esa misma dirección, la Ley 26821, Ley Orgánica para el Aprovechamiento Sostenible 
de los Recursos Naturales, confirma que el aprovechamiento de recursos naturales se de-
sarrolla dentro de un régimen jurídico y bajo condiciones. Manuel Pulgar-Vidal aporta aquí 
una precisión útil: los recursos naturales no pueden ser tratados como propiedad estatal 
en sentido civil. La Constitución de 1993 mantuvo la idea de patrimonio de la Nación, pero 
eliminó la referencia expresa a que los recursos naturales pertenecen al Estado; luego, la 
Ley 26821 reconoció el dominio estatal sobre los recursos en su fuente y su otorgamiento 
a particulares bajo modalidades legales, sin transferencia de ese dominio (Perú, 1997; Pul-
gar-Vidal Otálora, 2008). Esta distinción permite evitar una confusión persistente: soberanía, 
dominio eminencial y propiedad no son categorías equivalentes.

A partir de esa diferencia, el análisis constitucional cambia. Una cosa es afirmar que los 
recursos naturales son patrimonio de la Nación y que el Estado tiene competencia para 
regular su aprovechamiento. Otra distinta es asumir que esa competencia vuelve preferente 
toda decisión administrativa sobre recursos frente a los derechos territoriales, culturales o 
ambientales involucrados. El artículo 66 no borra el resto de la Constitución ni desplaza la 
exigencia de control cuando la decisión estatal produce efectos sobre sujetos colectivos 
constitucionalmente protegidos.

Por ello, la discusión no debería plantearse como una oposición simple entre soberanía es-
tatal y derechos indígenas. La cuestión más precisa consiste en determinar cómo se ejerce 
la competencia estatal cuando se proyecta sobre territorios con densidad constitucional 
propia. Allí el artículo 66 deja de ser una frase autosuficiente y debe leerse junto con las 
demás cláusulas que organizan la relación entre Estado, territorio, ambiente y diversidad 
cultural.

Esta lectura permite evitar dos salidas débiles. La primera sería tratar la soberanía esta-
tal sobre recursos naturales como una potestad casi inmune al control constitucional. La 
segunda sería vaciar el artículo 66 hasta hacerlo irrelevante frente a cualquier reclamo 
territorial o ambiental. Ninguna de las dos opciones es necesaria. El punto es interpretar 
la competencia estatal dentro de un orden constitucional que reconoce derechos, límites 
ecológicos, pluralismo jurídico y obligaciones internacionales.

Desde allí se entiende mejor el riesgo de una lectura patrimonialista del artículo 66. Bajo 
esa lectura, la soberanía queda reducida a una relación de dominio: el Estado decide, ad-
ministra, concede y autoriza; los territorios afectados aparecen después, como espacios 
sobre los cuales se proyecta la decisión. Esa comprensión resulta insuficiente. El territorio 
indígena no es un soporte físico disponible para el aprovechamiento de recursos. Tampoco 
la naturaleza puede ser tratada únicamente como un conjunto de bienes susceptibles de 
valorización económica.

Los artículos 67, 68 y 69 establecen la política nacional del ambiente, la conservación de 
la diversidad biológica, la protección de áreas naturales y el desarrollo sostenible de la 
Amazonía. Estas disposiciones forman parte del marco constitucional que condiciona 
el aprovechamiento de recursos naturales. Del mismo modo, los artículos 2.19, 89 y 149 
impiden imaginar un sujeto constitucional único, homogéneo y monocultural: reconocen 
identidad étnica y cultural, autonomía comunal, derechos sobre tierras comunales y fun-
ciones jurisdiccionales de las autoridades de comunidades campesinas y nativas dentro 
de su ámbito territorial, de conformidad con el derecho consuetudinario y con el apoyo de 
las rondas campesinas (Perú, 1993).
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Así, la consecuencia de esta lectura sistemática es clara: el artículo 66 debe interpretarse 
como una competencia limitada. Esta competencia permite al Estado regular, administrar 
y ordenar el aprovechamiento de recursos naturales, pero no le permite prescindir de las 
condiciones constitucionales que rodean el territorio, la diversidad cultural, la autonomía 
comunal, la protección ambiental y los derechos colectivos. Si el artículo 66 se interpreta 
como dominio, la pregunta se reduce a quién decide sobre el recurso; si se interpreta como 
competencia limitada, la pregunta cambia: bajo qué razones, procedimientos, límites y 
controles puede decidir el Estado cuando esa decisión afecta territorios indígenas y bienes 
ecológicos relevantes. Esa segunda pregunta corresponde a un constitucionalismo que 
entiende la soberanía como competencia jurídicamente limitada, no como poder exento 
de justificación.

3. TERRITORIOS INDÍGENAS, PLURALISMO JURÍDICO E 
INTERCULTURALIDAD CRÍTICA

La lectura del artículo 66 cambia cuando se la sitúa frente a los territorios indígenas. La 
Constitución peruana no reconoce a las comunidades campesinas y nativas como simples 
titulares patrimoniales. El artículo 89 reconoce su existencia legal, personería jurídica, 
autonomía organizativa, económica y administrativa, y derechos sobre sus tierras. Ese re-
conocimiento permite afirmar que los territorios comunales tienen una dimensión material, 
cultural, política y normativa. No se reducen a propiedad ni a superficie.

En esa línea, Antonio Peña ha trabajado la importancia constitucional del artículo 89 para 
comprender a las comunidades campesinas y nativas en su autonomía, propiedad e identi-
dad cultural (Peña, 2013). La discusión sobre comunidades, Constitución y Convenio 169 no 
empieza con este artículo. Precisamente por eso, el aporte aquí no consiste en repetir que el 
artículo 66 debe armonizarse con el artículo 89, sino en precisar qué carga de justificación 
se deriva de esa armonización cuando el Estado ejerce soberanía sobre recursos naturales.

Desde esta perspectiva, el territorio indígena tiene una densidad jurídica que no puede ser 
desplazada por la sola presencia de recursos naturales. El Convenio 169 de la OIT reconoce 
la importancia especial de la relación de los pueblos indígenas con sus tierras y territorios, 
así como su derecho a participar en la utilización, administración y conservación de los 
recursos existentes en ellas (Organización Internacional del Trabajo, 1989). Esa protección 
se amplía y precisa en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas y en la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indí-
genas, que desarrollan con mayor fuerza la libre determinación, la autonomía, la partici-
pación, el consentimiento, la protección ambiental y los derechos sobre tierras, territorios 
y recursos (Organización de los Estados Americanos, 2016; Organización de las Naciones 
Unidas, 2007). Esta relación no se agota en la propiedad formal. Involucra subsistencia, 
cultura, instituciones, espiritualidad, memoria y continuidad colectiva.

En el derecho interno, la Ley 29785 desarrolla el derecho a la consulta previa respecto de 
medidas legislativas o administrativas que afecten directamente derechos colectivos de 
pueblos indígenas u originarios. Reconoce la consulta como un proceso previo, de buena 
fe, intercultural y orientado a alcanzar acuerdo o consentimiento a través del diálogo (Perú, 
2011). Su Reglamento precisa la afectación directa como un cambio posible en la situación 
jurídica o en el ejercicio de derechos colectivos (Perú, 2012). Estos elementos desplazan la 
consulta del terreno de la cortesía política al de la obligación jurídica.
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En consecuencia, la afectación directa no debe entenderse como una fórmula estrecha ni 
puramente registral. En conflictos sobre recursos naturales, puede aparecer antes de la 
explotación material del recurso si la medida estatal altera la posición jurídica del pueblo, 
introduce una expectativa de intervención sobre su territorio, modifica las condiciones bajo 
las cuales podrá ejercer sus derechos colectivos o reduce su capacidad real de incidir en 
decisiones posteriores. Esto no significa que toda concesión deba ser consultada auto-
máticamente. Significa que el Estado no puede descansar en la etapa formal del proyecto 
para evitar el análisis constitucional.

De ahí que la oportunidad de la consulta sea un problema constitucional de primer orden. 
Una consulta tardía puede conservar apariencia procedimental, pero perder capacidad real 
de incidencia. Si el Estado decide primero y consulta después, el diálogo intercultural queda 
reducido a la gestión posterior de una decisión ya tomada. En cambio, si la afectación se 
identifica tempranamente, la consulta puede permitir que los pueblos afectados partici-
pen en la formación de la decisión pública, no solo en la recepción de sus consecuencias.

Sin embargo, la consulta no debe ser tratada como un procedimiento autosuficiente. Puede 
existir una consulta formalmente realizada y, al mismo tiempo, una decisión estatal insu-
ficientemente justificada. El problema constitucional exige analizar si el Estado identificó 
adecuadamente la afectación territorial, cultural y ecológica; si evaluó alternativas; si pon-
deró la intensidad del impacto; si explicó por qué la medida era necesaria; y si permitió una 
participación indígena real, informada y culturalmente adecuada.

En este punto, el artículo 149 refuerza la conclusión. El reconocimiento de funciones juris-
diccionales comunales muestra que la Constitución peruana no se construye sobre una 
sola fuente de normatividad. Raquel Yrigoyen ha desarrollado la relevancia del pluralismo 
jurídico y del constitucionalismo pluralista en América Latina, así como la necesidad de 
reconocer sistemas jurídicos indígenas sin reducirlos a expresiones subordinadas del de-
recho estatal (Yrigoyen, 2011, 2025). Desde esa perspectiva, los territorios indígenas no 
pueden ser tratados como espacios sin autoridad, sin instituciones y sin racionalidades 
normativas propias.

Ahora bien, la interculturalidad que requiere este análisis no puede reducirse a traducción, 
reuniones informativas o adecuaciones procedimentales aisladas. Catherine Walsh dis-
tingue una interculturalidad funcional, compatible con el mantenimiento de estructuras 
dominantes, de una interculturalidad crítica orientada a cuestionar la matriz colonial, racial 
y jerárquica que organiza las relaciones entre Estado, sociedad y pueblos históricamente 
subordinados (Walsh, 2010). En este artículo, la interculturalidad tiene ese sentido más 
exigente: no opera como gesto de buena voluntad institucional, sino como criterio para 
revisar cómo se produce la decisión pública sobre territorios indígenas y recursos naturales.

Esta precisión es importante para el derecho ambiental peruano. La ausencia de un enfoque 
intercultural en las decisiones ambientales sigue siendo frecuente. Muchas evaluaciones 
identifican impactos biofísicos, pero no comprenden los vínculos entre agua, bosque, movi-
lidad, alimentación, espiritualidad, memoria, autoridad comunal y continuidad cultural. Esa 
omisión reproduce una forma antigua de ordenar el territorio: el Estado define el recurso, 
fija el procedimiento, autoriza el aprovechamiento y deja a los pueblos afectados la carga 
de demostrar que su territorio es algo más que el espacio físico donde se ubica el recurso.
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A su vez, la estructura colonial no aparece solo en discursos abiertamente discriminatorios. 
También se reproduce en formularios, expedientes, plazos, mapas, categorías sectoriales 
y decisiones administrativas que separan el recurso del territorio y el impacto ambiental de 
la vida colectiva. Cuando una autoridad evalúa una medida sobre recursos naturales sin 
escuchar de manera efectiva a los pueblos afectados, sin reconocer sus instituciones, sin 
comprender sus vínculos territoriales y sin valorar sus formas de conocimiento, el problema 
no es solamente de procedimiento. Es de estructura constitucional del poder.

Esa estructura tampoco es neutra en términos de género. Aura Cumes advierte que las 
mujeres indígenas enfrentan una experiencia de dominación que no puede entenderse 
separando patriarcado, colonialismo, racismo y clase social, porque esas formas de poder 
se articulan en la vida concreta (Cumes, 2012). Esta lectura es útil para el análisis consti-
tucional: si el Estado evalúa la afectación de una medida sobre recursos naturales como 
si el pueblo afectado fuera un sujeto uniforme, corre el riesgo de invisibilizar impactos 
diferenciados sobre mujeres indígenas, niñas, personas mayores, defensoras territoriales 
y otras personas colocadas en posiciones de mayor exposición.

La Recomendación General 39 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer refuerza esta lectura en clave jurídica. Allí se reconoce que las mujeres y las niñas 
indígenas tienen una relación inextricable con sus pueblos, tierras, territorios, recursos 
naturales y cultura; y que las medidas estatales deben considerar la discriminación inter-
seccional que enfrentan por razones de sexo, género, identidad indígena, raza, edad, idioma, 
situación socioeconómica y otros factores (Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer, 2022). Además, el Comité vincula los derechos sobre tierras, territorios, 
recursos naturales, ambiente sano, participación efectiva y consentimiento libre, previo e 
informado con la protección de los derechos de las mujeres y niñas indígenas. En conse-
cuencia, la justificación constitucional reforzada no puede limitarse a preguntar si hubo 
consulta al pueblo en términos generales; también debe examinar si la decisión estatal 
produjo información, participación y valoración suficiente de los impactos diferenciados 
dentro del propio territorio indígena.

Esta afirmación no convierte al Perú en un Estado plurinacional por vía interpretativa. Tam-
poco niega la competencia estatal. El punto es más preciso: la soberanía estatal sobre 
recursos naturales debe ejercerse reconociendo que el territorio indígena no es un objeto 
pasivo de administración pública. Cuando una decisión estatal incide en ese territorio, 
se activa una exigencia constitucional mayor. La consulta previa, en este marco, es una 
garantía de participación constitucionalmente relevante; y el consentimiento libre, previo 
e informado, en supuestos determinados, es una exigencia jurídica más intensa vinculada 
a la gravedad de la afectación.

4. CRISIS ECOLÓGICA, BIENES CONSTITUCIONALES AMBIENTALES Y 
DEBER REFORZADO DE JUSTIFICACIÓN

La crisis ecológica introduce una capa decisiva en este argumento. Modifica el modo en que 
debe interpretarse la soberanía sobre recursos naturales, no porque todo conflicto ambiental 
tenga la misma intensidad, sino porque el aprovechamiento de recursos ya no puede ana-
lizarse como una cuestión exclusivamente económica, sectorial o administrativa. En con-
textos de deterioro ambiental, pérdida de biodiversidad, afectaciones climáticas y presión 
sobre territorios indígenas, el artículo 66 requiere una lectura ecológicamente informada.
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Para sostener esa lectura no es necesario abandonar el texto constitucional peruano. Los 
artículos 67, 68 y 69 ofrecen una base interna suficiente: política nacional del ambiente, uso 
sostenible de recursos naturales, conservación de la diversidad biológica, áreas naturales 
protegidas y desarrollo sostenible de la Amazonía (Perú, 1993). En esa línea, César Landa 
ha desarrollado los principios de la Constitución ambiental y su relación con la prevención, 
la precaución y la sostenibilidad (Landa, 2017). Eduardo Gudynas, por su parte, distingue 
entre justicia ambiental y justicia ecológica, lo que permite pensar los límites del antropo-
centrismo en la relación entre derecho, naturaleza y desarrollo, sin convertir este artículo 
en una defensa general de los derechos de la naturaleza (Gudynas, 2010).

La conexión entre crisis ecológica y territorios indígenas tampoco es accidental. Muchos 
territorios indígenas se encuentran en áreas de alta diversidad biológica, zonas amazónicas, 
bosques, cuencas o ecosistemas sujetos a presión extractiva. Cuando el Estado autori-
za, concesiona o permite actividades que afectan esos espacios, la afectación no es solo 
ambiental en sentido técnico. Puede comprometer medios de vida, prácticas culturales, 
salud, alimentación, agua, movilidad territorial y continuidad colectiva.

En territorios indígenas, por ello, la afectación ecológica puede traducirse en pérdida de 
condiciones materiales para la continuidad cultural. La contaminación de una fuente de 
agua, la fragmentación de un bosque, la restricción de acceso a zonas de uso tradicional o 
la alteración de ciclos ecológicos pueden afectar prácticas alimentarias, rutas de movilidad, 
formas de cuidado, relaciones espirituales con el territorio, transmisión de conocimientos 
y organización colectiva. Una evaluación constitucionalmente suficiente debe preguntar 
qué significa ese impacto para el pueblo afectado.

Esta dimensión adquiere mayor importancia porque los daños no siempre aparecen de 
manera inmediata ni aislada. Muchas afectaciones se acumulan por decisiones sucesi-
vas que, vistas por separado, parecen manejables, pero que en conjunto erosionan las 
condiciones de vida colectiva. Una concesión puede no producir por sí misma un daño 
físico inmediato; una autorización de exploración puede presentarse como intervención 
limitada; una infraestructura auxiliar puede aparecer como medida secundaria. Sin em-
bargo, la suma de decisiones puede modificar profundamente el territorio. El estándar de 
justificación reforzada debe evitar que el análisis constitucional se fragmente al ritmo de 
los expedientes administrativos.

Por esa razón, la evaluación de afectación no puede ser estrecha. Es necesario analizar si 
una medida produce riesgos o cambios relevantes en la relación del pueblo con su territo-
rio, en las condiciones ecológicas que sostienen su vida colectiva, o en la posibilidad de 
reproducir sus instituciones y prácticas culturales. La crisis ecológica obliga a mirar im-
pactos acumulativos, daños graves o irreversibles, incertidumbre científica y alternativas 
menos lesivas.

En el plano interamericano, la OC-23/17 de la Corte Interamericana consolidó la relación 
entre derechos humanos y medio ambiente, al desarrollar obligaciones estatales de pre-
vención, precaución, cooperación, información, participación y acceso a la justicia en ma-
teria ambiental (Corte IDH, 2017). Más recientemente, la OC-32/25 reforzó la idea de que, 
en contextos de emergencia climática, el deber de garantía exige una debida diligencia 
reforzada, cuyo contenido depende del riesgo específico, de las medidas necesarias para 
proteger los derechos amenazados y de la situación de vulnerabilidad de las personas o 
pueblos afectados (Corte IDH, 2025). En una línea convergente, la Opinión Consultiva de 
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la Corte Internacional de Justicia sobre obligaciones de los Estados en materia de cam-
bio climático afirmó que la diligencia debida puede adquirir un estándar estricto ante la 
gravedad de la amenaza climática, y vinculó esa exigencia con mejores esfuerzos, mejor 
ciencia disponible, evaluación de riesgos, evaluación de impacto, prevención, precaución 
y cooperación (Corte Internacional de Justicia, 2025). Estas opiniones no reemplazan el 
análisis de la Constitución peruana, pero sí permiten precisar el contenido ecológico de 
las obligaciones estatales y la mayor intensidad de justificación exigible cuando la decisión 
pública puede producir daños graves, diferenciados o irreversibles.

En consecuencia, la dimensión ecológica de la soberanía no debe confundirse con prohibi-
ción absoluta de actividades económicas. El estándar defendible afirma algo más acotado: 
cuando el aprovechamiento de recursos compromete bienes ecológicos relevantes y terri-
torios indígenas, el Estado debe justificar de manera reforzada su decisión. La autoridad 
estatal conserva competencia, pero debe ejercerla con razones suficientes frente a los 
derechos y bienes constitucionales comprometidos.

5. ESTÁNDARES CONSTITUCIONALES E INTERAMERICANOS 
RELEVANTES

Con ese marco, la jurisprudencia constitucional peruana permite construir una posición 
intermedia. La STC 00022-2009-PI/TC desarrolló el contenido constitucional de la consul-
ta previa, su relación con el Convenio 169 y la necesidad de entenderla como un derecho 
orientado al diálogo y al acuerdo (Tribunal Constitucional del Perú, 2010a). Por su parte, la 
STC 06316-2008-PA/TC, vinculada a actividades hidrocarburíferas y pueblos en aislamiento 
o contacto inicial, reforzó la consulta como derecho habilitante para proteger vida, salud, 
propiedad, identidad cultural, ambiente y autodeterminación (Tribunal Constitucional del 
Perú, 2010b).

Dentro de esa línea, Asacasi es especialmente relevante porque aborda la tensión entre 
concesión minera, consulta previa, comunidades campesinas y artículo 66. En esa senten-
cia, el Tribunal Constitucional caracteriza la concesión minera como acto administrativo de 
derecho público que otorga una situación jurídica de poder o ventaja sobre un territorio, bajo 
condiciones establecidas por el ordenamiento. Esa precisión importa porque la concesión 
no es un simple dato neutro: organiza jurídicamente una expectativa de aprovechamiento 
sobre un espacio determinado. Al mismo tiempo, el Tribunal sostiene que no existe una an-
tinomia abstracta entre consulta previa y soberanía estatal sobre recursos naturales, y que 
la concesión minera no activa automáticamente la consulta previa por sí sola. La consulta 
puede ser exigible cuando exista evidencia razonable de afectación directa sobre territorio, 
modo de vida u organización social, económica, cultural, política, territorial o jurídica del 
pueblo afectado (Tribunal Constitucional del Perú, 2023).

Huayanay Centro actualiza y matiza esa línea. La sentencia confirma que la oportunidad 
de la consulta no depende mecánicamente de la etapa formal del proyecto, sino de la 
afectación directa. La diferencia entre concesión, exploración, explotación e intervención 
material no puede ser ignorada, pero tampoco puede operar como refugio formal para ex-
cluir el análisis constitucional. El punto decisivo es si la medida administrativa produce o 
puede producir afectación directa sobre derechos colectivos, territorio o condiciones de 
vida colectiva (Tribunal Constitucional del Perú, 2025).
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Leídas en conjunto, Asacasi y Huayanay Centro impiden dos extremos: afirmar que toda 
concesión minera debe consultarse automáticamente o sostener que la concesión nunca 
puede activar obligaciones reforzadas. La regla constitucional es más sobria: la afecta-
ción directa debe ser evaluada en el contexto de la medida, su secuencia administrativa, 
su proximidad con la intervención territorial y sus efectos previsibles sobre derechos co-
lectivos. La jurisprudencia nacional no adopta expresamente la fórmula de justificación 
constitucional reforzada, pero sí ofrece sus piezas.

A partir de ese punto, el estándar interamericano permite completar la lectura. En Sara-
maka, la Corte IDH desarrolló salvaguardas frente a proyectos de desarrollo o inversión 
con impacto en territorios indígenas o tribales, incluyendo consulta efectiva, estudios de 
impacto ambiental y social, beneficios compartidos y consentimiento en supuestos de 
afectación intensa (Corte IDH, 2007). Esas salvaguardas no deben verse como una lista 
agregada a la consulta, sino como componentes de una carga de justificación más densa: 
el Estado debe explicar cómo identificó el impacto, cómo permitió la participación del pue-
blo afectado, cómo evaluó los riesgos ambientales y sociales, cómo distribuyó beneficios 
y cuándo la intensidad de la afectación exige consentimiento.

Sarayaku refuerza esa orientación al desarrollar la consulta previa, de buena fe, informada y 
culturalmente adecuada, y al rechazar que el Estado delegue esa obligación a empresas pri-
vadas (Corte IDH, 2012). Lhaka Honhat conecta propiedad colectiva, ambiente sano, agua, 
alimentación e identidad cultural, y muestra cómo el territorio indígena no puede separarse 
de condiciones materiales y ecológicas de vida colectiva (Corte IDH, 2020). U’wa actualiza 
esta línea en un caso vinculado con proyectos extractivos, propiedad colectiva, consulta, 
participación, vida cultural, ambiente sano y garantías judiciales (Corte IDH, 2024a). Tagaeri 
y Taromenane, en cambio, muestra el extremo de afectación intensísima: pueblos en ais-
lamiento, no contacto, intangibilidad y supervivencia física y cultural (Corte IDH, 2024b).

En todo caso, el derecho interamericano no sustituye la Constitución peruana ni convierte 
cada estándar en regla automática aplicable a cualquier caso. Su función es interpretativa: 
permite precisar qué significa proteger territorio, consulta, consentimiento, ambiente sano, 
supervivencia cultural y participación efectiva cuando el Estado invoca soberanía sobre 
recursos naturales.

También el desarrollo internacional sobre derechos de los pueblos indígenas aporta una 
pieza útil. James Anaya y Robert Williams explican cómo el sistema interamericano fue 
desarrollando la protección de tierras y recursos naturales indígenas como parte de un 
cuerpo específico de derechos colectivos (Anaya & Williams, 2001). Erica Daes, desde el 
sistema universal, trabajó la soberanía permanente de los pueblos indígenas sobre recur-
sos naturales como una dimensión vinculada a libre determinación, tierras, territorios y 
supervivencia (Daes, 2004). En esa misma línea, la Declaración de las Naciones Unidas y 
la Declaración Americana deben ser leídas como fuentes interpretativas relevantes: ambas 
son posteriores al Convenio 169 y desarrollan de manera más robusta libre determinación, 
autonomía, participación, consentimiento, protección ambiental y derechos sobre tierras, 
territorios y recursos (Organización de los Estados Americanos, 2016; Organización de las 
Naciones Unidas, 2007). Su función no es desplazar la Constitución peruana ni el Convenio 
169, sino reforzar que la soberanía sobre recursos naturales ya no puede ser pensada solo 
como prerrogativa estatal.
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Finalmente, la distinción entre consulta y consentimiento debe ser tratada con precisión. La 
consulta previa es un derecho de participación y diálogo intercultural orientado a alcanzar 
acuerdo. El consentimiento libre, previo e informado también debe ser reconocido como 
derecho en determinados supuestos, especialmente cuando la medida puede producir una 
afectación particularmente intensa sobre territorio, supervivencia cultural, integridad física 
o condiciones de vida colectiva. En el derecho peruano, la Ley 29785 orienta la consulta 
hacia el acuerdo o consentimiento; en el plano internacional e interamericano, el consenti-
miento adquiere especial relevancia frente a desplazamiento, impacto masivo o irreversible, 
grave afectación a la supervivencia cultural o física, intervención especialmente intensa 
sobre territorio o riesgo extraordinario asociado a pueblos en aislamiento. Diferenciar am-
bos derechos permite construir un estándar graduado sin reducir el consentimiento a una 
fórmula defensiva ni tratar la consulta como un trámite menor.

6. HACIA UN ESTÁNDAR DE JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL 
REFORZADA

A partir de lo anterior, el estándar de justificación constitucional reforzada parte de una 
premisa sencilla: cuando el Estado ejerce la competencia del artículo 66 en contextos que 
comprometen territorios indígenas y bienes ecológicos relevantes, no basta invocar sobe-
ranía, desarrollo o interés público. Es necesario explicar constitucionalmente la decisión. 
Este estándar no es una fórmula cerrada ni un test rígido. Es una exigencia de motivación, 
evaluación y control más intensa cuando confluyen tres elementos: territorio indígena, bien 
ecológico relevante y riesgo para derechos colectivos o condiciones de continuidad cultural.

Su utilidad está en ordenar la intensidad del control. Una medida de alcance general, sin 
incidencia identificable sobre derechos colectivos o bienes ecológicos relevantes, no activa 
la misma carga que una autorización vinculada a exploración, explotación, infraestructura 
o intervención material sobre territorio indígena. La exigencia aumenta cuando crece la 
proximidad entre la decisión estatal y la afectación territorial, cultural o ecológica. Asa-
casi y Huayanay Centro impiden afirmar que toda concesión minera deba ser consultada 
automáticamente, pero también impiden convertir la concesión en una zona inmune al 
análisis de afectación directa. Saramaka, Sarayaku, Lhaka Honhat y U’wa muestran, desde 
el plano interamericano, que consulta, estudios de impacto, participación efectiva, con-
sentimiento en supuestos intensos y protección de la supervivencia cultural integran una 
misma exigencia: justificar con mayor rigor las decisiones sobre recursos que sostienen 
formas colectivas de vida.

El estándar propuesto también tiene una función institucional. Obliga a que la administra-
ción produzca razones antes de decidir, no solo defensas después de ser demandada; a 
que el control judicial examine la suficiencia de esas razones, no solo la existencia formal 
de competencias; y a que la soberanía estatal sea entendida como responsabilidad consti-
tucional, no como privilegio decisorio. Esa diferencia es central para distinguir una lectura 
patrimonialista del artículo 66 de una lectura constitucionalmente limitada.

En concreto, el estándar exige identificar tempranamente la afectación territorial, cultural y 
ecológica; determinar con seriedad la afectación directa; garantizar participación indígena 
efectiva; realizar consulta previa cuando corresponda; evaluar el consentimiento libre, 
previo e informado en supuestos de afectación intensa; producir una evaluación ambien-
tal, intercultural e interseccional suficiente; analizar alternativas menos lesivas; prevenir 
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daños graves o irreversibles; considerar beneficios compartidos cuando resulten exigibles; 
motivar de manera reforzada; y asegurar control judicial suficiente.

Cada uno de esos elementos cumple una función específica. La identificación temprana 
evita que la participación aparezca cuando la decisión ya fue adoptada. La afectación di-
recta impide tanto la consulta automática como la exclusión absoluta de la consulta. La 
participación efectiva exige que el diálogo tenga capacidad real de incidir en la decisión 
pública. El consentimiento opera como exigencia más intensa cuando la afectación com-
promete gravemente el territorio, la supervivencia cultural, la integridad física, la continui-
dad colectiva o la existencia misma del pueblo. La evaluación ambiental, intercultural e 
interseccional exige mirar no solo impactos biofísicos, sino también efectos sobre agua, 
bosques, movilidad, alimentación, salud, prácticas culturales, espiritualidad, organización 
comunitaria, formas de relación con la naturaleza y distribución interna de cargas dentro 
del pueblo afectado.

A su vez, las alternativas menos lesivas obligan al Estado a explicar por qué la medida ele-
gida es constitucionalmente admisible frente a otras opciones posibles. La prevención de 
daños graves o irreversibles exige considerar incertidumbre científica, impactos acumula-
tivos y afectaciones diferenciadas. Los beneficios compartidos, cuando resulten exigibles, 
evitan que los costos territoriales, culturales y ecológicos recaigan sobre los pueblos afec-
tados mientras los beneficios se concentran fuera de ellos. La motivación reforzada exige 
explicar por qué la medida respeta derechos colectivos, qué información se produjo, cómo 
se valoró la posición indígena, qué alternativas fueron descartadas y qué mecanismos de 
prevención, compensación o control se activaron. Finalmente, el control judicial suficiente 
exige revisar razonabilidad, proporcionalidad y suficiencia constitucional de la decisión 
estatal, no solo existencia formal de competencia.

El incumplimiento de esta carga no constituye un defecto meramente argumentativo. En el 
plano interno, puede revelar insuficiente motivación, indebida identificación de la afecta-
ción directa, omisión de consulta, evaluación ambiental o intercultural deficiente, falta de 
análisis de alternativas menos lesivas o ausencia de ponderación suficiente de impactos 
diferenciados. Según el tipo de acto y el derecho comprometido, ello puede habilitar la 
revisión en sede administrativa, el proceso contencioso-administrativo, el amparo u otros 
mecanismos de control constitucional y judicial. Las consecuencias pueden incluir la nu-
lidad, suspensión o adecuación de la decisión estatal, la retroacción del procedimiento, 
la realización de consulta previa, la complementación de estudios de impacto, la emisión 
de una nueva motivación o la adopción de medidas de prevención, reparación y no repeti-
ción. En el plano internacional, si la omisión compromete derechos convencionales sobre 
propiedad colectiva, participación, vida cultural, ambiente sano o garantías judiciales, el 
incumplimiento también puede alimentar responsabilidad internacional del Estado. De ese 
modo, la justificación constitucional reforzada no funciona como una exhortación retórica, 
sino como una condición de validez, control y responsabilidad del ejercicio estatal de la 
soberanía sobre recursos naturales.

Así formulado, el estándar impide que el artículo 66 se use como respuesta suficiente por 
sí misma. Obliga a leer soberanía, territorio indígena y ambiente en conjunto. Desplaza la 
discusión desde la consulta como trámite hacia la justificación constitucional de la deci-
sión. No elimina la autoridad estatal, pero le exige razones reforzadas.
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CONCLUSIONES

El recorrido realizado permite volver al artículo 66 con una lectura más exigente. La so-
beranía estatal sobre recursos naturales conserva fuerza constitucional, pero esa fuerza 
no autoriza una decisión unilateral sobre territorios indígenas ni sobre bienes ecológicos 
relevantes. En una Constitución que reconoce diversidad cultural, autonomía comunal, 
pluralismo jurídico, protección ambiental, diversidad biológica y obligaciones internacio-
nales de derechos humanos, el aprovechamiento soberano de recursos naturales requiere 
una justificación constitucional más densa.

El aporte del artículo se ubica en ese desplazamiento. La discusión no se agota en armonizar 
el artículo 66 con la consulta previa, el Convenio 169 o los derechos de los pueblos indíge-
nas. Esa línea ya ha sido desarrollada por la doctrina y por la jurisprudencia constitucional. 
El punto central es otro: cuando el Estado decide sobre recursos naturales vinculados a 
territorios indígenas, la consulta previa no basta como verificación procedimental si la 
decisión estatal carece de razones suficientes sobre la afectación territorial, cultural y 
ecológica que produce o puede producir.

Por ello, el estándar de justificación constitucional reforzada permite ordenar las exigencias 
mínimas que deben acompañar el ejercicio de esa competencia estatal: identificación de 
la afectación territorial, cultural y ecológica; determinación seria de afectación directa; 
consulta previa cuando corresponda; consentimiento libre, previo e informado en supuestos 
intensos; evaluación ambiental, intercultural e interseccional suficiente; análisis de alter-
nativas menos lesivas; prevención de daños graves o irreversibles; beneficios compartidos 
cuando resulten exigibles; motivación reforzada; razonabilidad, proporcionalidad y control 
judicial suficiente.

Su incumplimiento puede producir consecuencias jurídicas concretas. Si la decisión estatal 
carece de motivación suficiente, omite identificar la afectación directa, desplaza indebi-
damente la consulta, ignora impactos ecológicos o interculturales, o no valora alternativas 
menos lesivas, puede ser revisada, suspendida, anulada, adecuada o sometida a una nueva 
evaluación según la vía correspondiente. En supuestos de afectación convencionalmente 
relevante, también puede comprometer la responsabilidad internacional del Estado.

Esta tesis no vacía el artículo 66 ni convierte toda actividad extractiva en territorios indíge-
nas en una medida constitucionalmente inadmisible. Su alcance es más preciso. La sobera-
nía estatal sobre recursos naturales deja de operar como argumento autosuficiente cuando 
la decisión pública compromete territorio, cultura y bienes ecológicos. En esos casos, el 
Estado no solo debe demostrar que tiene competencia. Debe justificar cómo la ejerce.

Esa es la contribución específica del artículo: leer el artículo 66 como una competencia 
pública que debe responder por sus efectos constitucionales. La soberanía sobre recursos 
naturales no desaparece; se vuelve más exigente. Y en esa exigencia se juega una parte 
central del constitucionalismo peruano frente a la crisis ecológica, el pluralismo jurídico, 
la estructura colonial que todavía organiza muchas decisiones públicas y los derechos de 
los pueblos indígenas.
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